
 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 

Girardot, Cundinamarca, Diez de marzo del dos mil veintidós. - 

 

REF:    Radicado:    2530740030012022-00-064-00 

Solicitud:      ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante: ALFREDO GOMEZ 

Accionado: ENEL CODENSA S.A E.S. P Y SERLEFIN 

Sentencia: 024(Derecho a la vida 

                     Derecho a la salud  

                     Dignidad Humana) 

 

ALFREDO GOMEZ, identificado con c.c. 11.315,948 de Girardot, acude en 

ejercicio de la Acción de Tutela con el fin de solicitar a este Despacho la 

protección de sus Derechos Fundamentales, que considera vulnerados por 

la empresa ENEL CODENSA S.A E.S. P, ello al invocar derecho de petición el 

día 26 de febrero de 2022, mediante radicado No 03079057, donde el 

accionante ALFREDO GOMEZ solicita la no suspensión del servicio de energía 

por ser un paciente electrodependiente. 

ANTECEDENTES 

El accionante fundamenta la petición de tutela en los siguientes hechos: 

 

PRIMERO: soy una persona de 58 años con diagnóstico: NEUMONIA BACTERIANA 

NO ESPECIFICADA, por ende, quede con oxígeno permanentemente en mi 

domicilio, necesario para poder llevar esta patología que de cierta manera 

deterioro mis pulmones y me hizo una persona oxigeno dependiente. 

 

SEGUNDO: Por mi patología se me dificultad encontrar trabajo, y vivo con mi esposa 

que escasamente trabaja haciendo aseo cuando le sale hogares que lo necesita, 

somos personas de pobreza extrema, tanto así que tenemos la calificación de 

Sisbén más baja A1 POBREZA EXTREMA. 

 

TERCERO: Mi esposa en aras de seguir pagando quiso realizar un acuerdo de pago 

con SERLEFIN S.A.S. empresa encargada de hacer el cobro jurídicos y acuerdos de 

pago a la empresa de energía ENEL CODENSA S.A E.S.P., no obstante, mi esposa de 

acuerdo a nuestra escasa economía ofreció una propuesta de 600 mil pesos y 

seguir pagando una cuota mensual adecuada a nuestra economía y así hacerle 



 

frente a esta deuda que reconocemos, porque a pesar de ser pobres sabemos y 

queremos cancelar esta deuda y no vivir a la zozobra de que nos quiten la luz y me 

deje sin oxígeno situación que puede poner en riesgo mi vida y situación que me 

convirtió en sujeto de especial protección. 

 

PRETENSIONES 

PRIMERA: Que el Señor(a) Juez le ordene ENEL CONDESA SA ESP, que se 

abstenga a realizar la desconexión del servicio de energía en mi domicilio 

ubicado en la manzana A casa 29 barrio villa Carolina segunda etapa, por 

mi situación de ser una persona oxigeno dependiente. 

SEGUNDO: Que el Señor(a) Juez le ordene a SERLEFIN SAS aceptar la 

propuesta de acuerdo de pago por mi ofrecida puesto que es el monto 

máximo que puedo conseguir para empezar pagar un promedio de 80 mil 

más el consumo. 

DERECHOS FUNDAMENTALES SUPUESTAMENTE VIOLADOS POR LA ACCIONADA 

Alega la accionante que le han violado los siguientes derechos: 

Derecho a la Vida. - 

Derecho a la salud. - 

Derecho dignidad humana. - 

TRAMITE: 

A este despacho correspondió la presente acción por Reparto del 25 de 

febrero de 2.022, y por auto de la misma fecha, se ordenó dar trámite de 

ley, oficiando al ente accionado a efecto que se pronunciara sobre los 

hechos expuestos por el accionante. - 

La entidad accionada ENEL CODENSA S.A ESP, a través del Dr. JOHN JAIRO 

HUERTAS AMADOR, representante legal de asuntos judiciales de la entidad, 

se pronunció a través de memorial obrante a folios 41 A 132. 

La entidad accionada SERLEFIN SAS, a través del Dr. EDUARDO TALERO 

CORREA representante legal de asuntos judiciales de la entidad, se 

pronunció a través de memorial obrante a folios 23 A 39. 

 

 



 

COMPETENCIA 

Es competente este Despacho para conocer de la presente acción, en 

desarrollo de las facultades conferidas en el artículo 86 de la Constitución 

Política, y de conformidad con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, inciso 

tercero del numeral del artículo 10 del Decreto 1382 de 2000, y se está 

emitiendo fallo dentro del término perentorio y preferencial de diez (10) días, 

previsto en el inciso 4o de la citada disposición constitucional y en el artículo 

15 del Decreto en mención. 

ASPECTOS FORMALES 

La solicitud se acomoda a las exigencias de los artículos 13 y 14 del decreto 

2591 de 1991.-Establece en el artículo 86 de nuestra carta política: "Toda 

persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si 

misma o por quién actué a su nombre, la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por lo acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 

“.... Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable". 

La tutela tiene dos de sus caracteres distintivos esenciales, los de las 

subsidiaridad y la inmediatez, el primero por cuanto tan solo resulta 

procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial a no ser que busque evitar un perjuicio 

irremediable; el segundo, puesto que no se trata de un proceso sino de un 

remedio de aplicación inmediata urgente que se hace preciso suministrar 

en guarda de la efectividad, concreta y actual del derecho sujeto a la 

violación o amenaza. 

De igual manera la Honorable Corte Constitucional, en reiterados fallos de 

tutela, ha dicho: “La acción de tutela ha sido instituida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o amenaza de un derecho fundamental, respecto de 

las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de 



 

ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; 

es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar 

respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de 

previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por 

tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona 

su derecho fundamental (..)” 

PROBLEMA JURÍDICO: 

En el presente caso, deberá establecer el Despacho si la accionada le han 

vulnerado los derechos constitucionales fundamentales al accionante, ello 

al invocar derecho de petición el día 26 de febrero de 2022, mediante 

radicado No 03079057, donde el accionante ALFREDO GOMEZ solicita la no 

suspensión del servicio de energía por ser un paciente electrodependiente. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICION 

Consagrado en el Art. 23 de la C.N., en los siguientes términos: “Toda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas, a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales." 

En principio, el derecho de petición tiene como sujeto pasivo a la autoridad 

pública no a los sujetos privados. La posibilidad de extenderlos a éstos, 

depende necesariamente de la forma como el legislador regule su ejercicio, 

tomando como marco referencial tanto el propio artículo 23, como el inciso 

final del art. 86 de la Constitución. Por lo tanto, corresponde a éste 

determinar las condiciones, el ámbito y extensión de su ejercicio. 

El Art. 85 de la Constitución Nacional., que enumera los llamados “derechos 

de vigencia inmediata”, incluye al derecho de petición como uno de ellos, 

pero ésta especial consagración debe ser entendida frente a las 

autoridades y no a los particulares u organizaciones privadas. Por lo tanto, 

cuando un particular en ejercicio de un poder público vulnera o amenaza 

el derecho fundamental de petición, estamos frente a lo establecido en el 

inciso primero del art. 23 de la Constitución Política y por lo tanto es 



 

procedente la acción de tutela porque la acción u omisión provienen de 

una autoridad pública. 

Frente a las características esenciales del derecho de petición, la Corte 

Constitucional, ha manifestado: 

"...(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 

garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a 

la información, a la participación política y a la libertad de expresión; (ii) el 

núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión; (iii) la petición debe ser resuelta de fondo, de 

manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado; (iv) la 

respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser 

lo más corto posible[l]; (v) la respuesta no implica aceptación de lo 

solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este 

derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos 

casos a los particulares[2]; (vii) el silencio administrativo negativo, entendido 

como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía 

judicial, no satisface el derecho fundamental de petición[3] pues su objeto 

es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición; (viii) el 

derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa[4]; (ix) la 

falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera 

del deber de responder;[5] y (x) ante la presentación de una petición, la 

entidad pública debe notificar su respuesta al interesado".[6] De los 

anteriores componentes jurisprudenciales cabe destacar que el derecho de 

petición exige, por parte de las autoridades competentes, una decisión de 

fondo a lo requerido por el ciudadano, lo cual implica la prohibición de 

respuestas evasivas o abstractas, sin querer decir con ello que la respuesta 

deba ser favorable. La respuesta de fondo implica un estudio sustentado del 

requerimiento del peticionario, acorde con las competencias de la 

autoridad frente a la que ha sido presentada la petición..." 

 

 



 

En el mismo sentido, la Corte Constitucional en sentencia T-350 de 2006 

manifestó: 

"...qué hace parte del núcleo esencial del derecho de petición:(i) la 

posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes 

ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de 

tramitarlas; (¡i) la facultad de obtener una respuesta oportuna, esto es, 

dentro de los términos previstos en el ordenamiento jurídico; (¡¡i) el derecho 

a recibir una respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que 

la autoridad analice la materia propia de la solicitud y se pronuncie sobre la 

totalidad de los asuntos planteados, es decir, la correspondencia entre la 

petición y la respuesta, excluyendo fórmulas evasivas o elusivas y; (iv) la 

pronta comunicación al peticionario sobre la determinación adoptada, con 

independencia de que su contenido sea favorable o desfavorable. Si no se 

cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

fundamental de petición..." 

Ley 1755 de 2015 Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de 

Petición: 

La norma arriba referida desarrolla de manera sucinta y precisa los campos 

de acción del Derecho de Petición dando diversas modalidades de 

presentación y radicación del mismo, su Art. 13 y 14 describen 

"...Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante 

autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por 

motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución 

completa y de fondo sobre la misma. 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 

ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la 

Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre 

otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la 

intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación 

jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, 

examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, 

denuncias y reclamos e interponer recursos. 



 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin 

necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor 

cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su 

protección o formación. 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. 

Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 

deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

1.  Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 

dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se 

ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos 

legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 

peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los 

tres (3) días siguientes. 

2.  Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse 

dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición 

en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia 

al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley 

expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo 

razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del 

doble del inicialmente previsto..." 

La Honorable Corte Constitucional en reiterados fallos de tutela ha dicho: 

SUBSIDIARIEDAD 

12. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la 

Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el 

carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite 

reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de 

protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la 



 

salvaguarda de los derechos”. Es ese reconocimiento el que obliga a los 

asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para 

conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos. 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos 

ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar 

la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se 

impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía 

preferente o instancia judicial adicional de protección. 

13. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia 

constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de 

tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos 

eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación 

ha determinado que existen dos excepciones que justifican su 

procedibilidad: 

(i)  cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver 

las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales 

circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo 

definitivo; y, 

(ii)  cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no 

impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción 

de tutela procede como mecanismo transitorio. 

La honorable Corte Constitucional en sentencia T-206A del 2.018 ha 

indicado los eventos en los cuales procede la acción de tutela en materia 

de servicios públicos domiciliarios, así: 

“En lo que respecta al asunto de los servicios públicos domiciliarios, se hace 

necesario precisar que los usuarios cuentan, además de los recursos por vía 

gubernativa, con las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, para controvertir las actuaciones de las empresas de servicios 

públicos que lesionen sus intereses y derechos, en orden a obtener su 

restablecimiento. De ello se advierte la existencia de una vía especial para 

dirimir los conflictos que puedan surgir entre las empresas prestadoras de 

servicios públicos domiciliarios y los suscriptores potenciales, los suscriptores 

activos, o los usuarios. Sin embargo, en los eventos en que con la conducta 



 

o las decisiones de las empresas de servicios públicos domiciliarios se 

afecten de manera evidente derechos constitucionales fundamentales, 

como la dignidad humana, la vida, la igualdad, los derechos de los 

desvalidos, la educación, la seguridad personal, la salud, la salubridad 

pública etc., el amparo constitucional resulta procedente. (Negrillas fuera 

del texto original). 

Desde la anterior perspectiva jurisprudencial, esta Sala de Revisión reitera la 

obligación del propietario, usuario y/o suscriptor del servicio público 

domiciliario de agotar los recursos de la vía gubernativa en contra de las 

decisiones empresariales, puesto que ello garantiza el derecho fundamental 

al debido proceso de cada uno de los sujetos involucrados en el 

correspondiente contrato de servicios públicos. 

No obstante, lo anterior, esta Corporación ha destacado que la acción de 

tutela resulta procedente contra aquellas decisiones empresariales que 

llegaren a afectar, de manera evidente, derechos constitucionales 

fundamentales, tales como la dignidad humana, la vida, la igualdad, los 

derechos de los desvalidos, la educación, la seguridad personal, la salud, la 

salubridad pública, etc. 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA TUTELA. PROCEDENCIA. SUBSIDIARIDAD. 

MECANISMO TRANSITORIO. PERJUICIO IRREMEDIABLE. 

Sabido es que el Constituyente de 1991 en el artículo 86 consagró como un 

mecanismo eficaz para lograr la protección efectiva de los derechos 

fundamentales cuando quiera que estos hayan sido vulnerados por las 

autoridades públicas o por los particulares, un trámite especial, como lo es 

la Acción de Tutela, siendo su naturaleza de tipo restrictivo, procediendo 

ante la ausencia de otros medios de tipo judicial, para defenderse. 

Esta acción está disponible para que toda persona pueda acudir ante un 

Juez, con el fin de que se le proteja un derecho ante una acción u omisión 

de una autoridad, que vulnere o amenace un derecho fundamental 

individual y ante la carencia de otro mecanismo judicial para la protección 

de los derechos de que se trate. 

Así las cosas, a la acción de tutela la inspira un carácter eminentemente 

residual o subsidiario, es decir, esta acción constitucional ha de representar 



 

“la última ratio” para la persona que busca la protección de sus derechos 

fundamentales por esta vía. En resumen, el amparo que provee la acción 

de tutela, por regla general, solo resultará procedente cuando no se 

encuentre en el ordenamiento otro mecanismo idóneo para la defensa de 

los derechos “iusfundamentales” en juego. 

Sin embargo, aunque existan eventos en que se cuente con otros 

mecanismos judiciales para lograr la protección de un derecho 

fundamental, en ocasiones otros resultan no ser idóneos para tal fin. Es en 

dichos eventos en los cuales la jurisprudencia constitucional ha avalado el 

uso de la acción de tutela siempre que se loare demostrar por parte del 

Accionante, que existe la posibilidad de afectar un perjuicio irremediable. 

Dicho de otra forma, siempre que se encuentre probado una circunstancia 

fáctica que amerite la protección de los derechos fundamentales so pena 

de sufrirse un perjuicio de carácter irremediable, deberá el Juez 

constitucional acceder al amparo solicitado por vía de tutela, no obstante 

que existan otros mecanismos judiciales. 

Dada la necesidad de establecer si se está o no, ante un perjuicio de dicho 

carácter para que la tutela sea procedente, como mecanismo transitorio, 

aunque existan otras vías judiciales, la Corte Constitucional en sentencia T-

1316 del 2001 (Magistrado Ponente: Dr. Rodrigo Uprimny Yepes) precisó el 

concepto de “perjuicio irremediable” en los siguientes términos: “...En primer 

lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un 

considerable grado de certeza y suficientes elementos tácticos que así lo 

demuestre, tomando en cuenta, además la causa del daño. En segundo 

lugar, el perjuicio debe ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre 

un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que 

sea susceptible de una determinación jurídica. En tercer lugar, deben 

requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde 

una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la 

inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las 

particularidades del caso. 

Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, 

que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la 

consumación de un daño antijurídico irreparable En el artículo 22 del 



 

Decreto 2591/91 establece: Pruebas: El juez tan pronto llegue al 

convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 

necesidad de practicar las pruebas solicitadas”. 

Respecto del caso en concreto, se tiene que el accionante solicita la no 

suspensión del servicio de energía eléctrica en su inmueble ubicado en la 

calle 3 No 24-312 manzana A casa 29 en la ciudad de Girardot, 

Cundinamarca., toda vez que es un adulto de la tercera edad electro-

dependiente, personas de que gozan de protección para el estado y 

requieren la prestación del servicio de energía eléctrica a fin de garantizar 

sus derechos fundamentales. 

La accionada ENEL CODENSA S.A ESP, manifiesta al despacho que: 

No ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, 

pues se ha surtido el trámite en estricto cumplimiento de la ley, al otorgarle 

al número de cuenta del suscriptor No 5331209-6, donde se ha realizado seis 

(06) convenios de pago, las cuales fueron generadas sin cuota inicial y por 

consecuencia de la emergencia sanitaria, cuenta que fue asignada a la 

casa de cobranza SERLEFIN S.A, debido al monto adeudado que es de  $ 

3.859.130 con antigüedad de 50 / periodos, encontrándose la cartera 

vencida, Respecto del derecho de petición final de fecha 26 de febrero de 

2022, donde solicita protección de la cuenta por paciente 

electrodependiente y convenio para pago tampoco se presenta 

vulneración alguna teniendo en cuenta que, a la fecha de la presentación 

de la tutela, se encuentra dentro de los términos, y en trámite para agotar 

la vía gubernativa. 

Por otro lado, la entidad accionada en su contestación cita lo expuesto “por 

el Juez Primero Penal del Circuito de Garzón en fallo de segunda instancia 

proferido el pasado 28 de agosto de 2014 dentro de la acción de tutela No 

2014 -00346-01. Al respecto dicho despacho estableció lo siguiente: “(...) 

Para que proceda la tutela como mecanismo de defensa transitorio, 

además de los elementos configurativos del perjuicio irremediable la Corte 

ha exigido que tal perjuicio se encuentre probado en el proceso, puesto que 

el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, concebir, imaginar, o 

proyectar, por sí mismo, el contexto táctico en el que ha tenido ocurrencia 

el presunto daño irreparable. Es por eso por lo que la mencionada 



 

Corporación ha sostenido enfáticamente que no basta con afirmar que un 

derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable, es necesario, 

además, que el afectado "explique en qué consiste dicho perjuicio, señale 

las condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de 

juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento en 

cuestión” 

La accionada SERLEFIN, indica al despacho que: 

No ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, 

teniendo en cuenta que la casa de cobranza SERLEFIN S.A.S. no tiene 

relación alguna con los hechos presentados; en donde únicamente su 

función es adelantar las gestiones de cobranza como agente externo de 

ENEL CODENSA S.A.E.S.P, sobre las cuentas asignadas, con pleno apego a 

las disposiciones legales vigentes, solicitando declarar la improcedencia de 

la acción constitucional en referencia, dado que, por cuenta de SERLEFIN 

no se ha configurado ninguna amenaza ni vulneración de los derechos 

fundamentales del accionante. 

“4. Procedencia excepcional de la acción de tutela frente a actos 

administrativos. Verificación de requisitos de subsidiaridad e inmediatez 

La acción de tutela fue regulada en el Artículo 86 de la Constitución 

Nacional como un mecanismo judicial autónomo, subsidiario y sumario, que 

le permite a los habitantes del territorio nacional acceder a una herramienta 

de protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estos 

resulten amenazados o vulnerados por las autoridades públicas, o incluso 

por particulares, según lo determinado en el Artículo 42 el Decreto 2591 de 

1991. 

Para que proceda este medio privilegiado de protección se requiere que 

dentro del ordenamiento jurídico colombiano no exista otro medio de 

defensa judicial que permita garantizar el amparo deprecado, o que 

existiendo este, se promueva para precaver un perjuicio irremediable caso 

en el cual procederá como mecanismo transitorio. 

De esta manera, en el marco del principio de subsidiaridad, es dable afirmar 

que “la acción de tutela, en términos generales, no puede ser utilizada 



 

como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los 

establecidos por la ley para la defensa de los derechos. 

Puntualmente, en cuanto a la acción de tutela adelantada contra actos 

administrativos, la posición sentada por este Tribunal ha reiterado que, en 

principio, resulta improcedente, dado que el legislador determinó, por 

medio de la regulación administrativa y contencioso administrativa, los 

mecanismos judiciales pertinentes para que los ciudadanos puedan 

comparecer al proceso ordinario respectivo y ejercer su derecho de 

defensa y contradicción, dentro de términos razonables. En la sentencia T- 

957 de 2011, la Corte Constitucional se pronunció en el siguiente sentido: 

“(...) la competencia en estos asuntos ha sido asignada de manera 

exclusiva, por el ordenamiento jurídico, a la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, juez natural de este tipo de procedimientos, cuya estructura 

permite un amplio debate probatorio frente a las circunstancias que podrían 

implicar una actuación de la administración contraria al mandato de 

legalidad". 

Debe tenerse en cuenta que el legislador adelantó un trabajo exhaustivo 

para la expedición de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 

Administrativo y Contencioso Administrativo, con el fin de ofrecer un sistema 

administrativo que responda de manera idónea y oportuna a los 

requerimientos de los ciudadanos, todo bajo la luz de la eficacia, la 

economía y la celeridad, entre otros principios. 

En atención a ello, los mecanismos ordinarios deben utilizarse de manera 

preferente, incluso cuando se pretenda la protección de un derecho 

fundamental. No obstante, en este caso, se deberá evaluar que el 

mecanismo ordinario ofrezca una protección “cierta, efectiva y concreta 

del derecho", al punto que sea la misma que podría brindarse por medio de 

la acción de amparo. 

Por otra parte, cuando una tutela se presenta porque el afectado no 

dispone de otro medio de defensa judicial, se considera pertinente, de cara 

al requisito de inmediatez, tener en cuenta (i) la fecha en que se profirió el 

acto administrativo, (¡i) la fecha en que se tuvo conocimiento del mismo y 

las actuaciones desplegadas por  



 

5. Debido proceso administrativo 

El debido proceso es un derecho constitucional fundamental, regulado en 

el Artículo 29 Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas 

y judiciales, en procura de que los habitantes del territorio nacional puedan 

acceder a mecanismos justos, que permitan cumplir con los fines esenciales 

del Estado, entre ellos, la convivencia pacífica, la cual cobra gran 

relevancia en materia de tránsito. 

Este derecho fundamental, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de 

un proceso judicial o administrativo, implica la obligación de mantenerse al 

tanto de las modificaciones al marco jurídico que regula sus funciones, pues 

de lo contrario, su conducta puede acarrear la ejecución de actividades 

que no les han sido asignadas o su ejecución conforme con un proceso no 

determinado legalmente. 

Frente a este particular, resulta adecuado traer a colación el Artículo 6o 

Superior, en cuanto dispone que todo servidor público responde por infringir 

la Constitución y la ley y por la “omisión o extralimitación en el ejercicio de 

sus funciones”, en concordancia con el Artículo 121 del mismo texto, en el 

que se determina que aquellos pueden ejecutar únicamente las funciones 

que se determinen en la Constitución y en la ley. 

En tal virtud, el principio de legalidad es una restricción al ejercicio del poder 

público, en atención a la cual “las autoridades estatales no podrán actuar 

en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido 

democráticamente, respetando las formas propias de cada juicio y 

asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las 

personas el ejercicio pleno de sus derechos.” 

Por otro lado, desde la perspectiva de los ciudadanos inmersos en una 

actuación administrativa o judicial, el debido proceso constituye una 

garantía para el acceso a la administración de justicia, de tal forma que 

puedan conocer las decisiones que los afecten e intervenir, en términos de 

igualdad y transparencia, para procurar la protección de sus derechos e 

intereses legítimos. En este sentido, el debido proceso se concibe como un 

escudo frene a una posible actuación abusiva de las autoridades, cuando 

se desvían, de manera injusta, de la regulación jurídica vigente. 



 

La Corte Constitucional ha manifestado que el debido proceso comprende: 

‘‘“a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e 

igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener 

decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de 

jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo. 

b)  El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que 

tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado 

proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la 

ley. 

c)  El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los 

medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión 

favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios 

adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia 

de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el 

derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que 

intervienen en el proceso. 

d)  El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo 

razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido 

a dilaciones injustificadas o inexplicables. 

e)  El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo 

reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la 

Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de 

aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo. 

f)  El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, 

quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de 

acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni 

prevenciones, presiones o influencias ilícitas." 

En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se 

encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual 

se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del 

mismo texto y en el numeral 10 del Artículo 3o de la Ley 1437 de 2011, normas 



 

en las que se regula como un principio fundamental de la función 

administrativa. 

De otro lado, en el artículo 22 del Decreto 2591 /91 establece; Pruebas: El 

juez tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, 

podrá proferir el fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas”. 

Hechas las anteriores precisiones, y atendiendo el haz probatorio, encuentra 

el despacho que el amparo constitucional deprecado por el señor ALFREDO 

GOMEZ, debe ser negada, toda vez que no se dan los requisitos para la 

procedencia de la tutela, teniendo en cuenta que hasta la presentación de 

la acción de tutela el predio ubicado en la calle 3 No 24 -312 manzana A 

casa 29, cuenta con servicio de energía eléctrica, y de igual manera se tiene 

que a la fecha se encuentra una solicitud en trámite dentro del término legal 

pendiente por resolver de fecha 26 de febrero de 2022, mediante radicado 

No 03079057; conforme al Artículo 14 de la ley 1755 de 2015, lo cual el 

accionante solicito la no suspensión del servicio de energía eléctrica y un 

acuerdo de pago por ser una persona electrodependiente; mas sin 

embargo el Despacho llama la atención a la accionada a efecto que 

tenga muy en cuenta el estado de salud del accionante y en atención a 

ello lleguen a un acuerdo del pago de las sumas adeudadas en cómodas 

cuotas y se abstenga de embargar el inmueble ocupado por el señor 

ALFREDO GOMEZ, toda vez que este sería rematado, lo que con ello se le 

vulneraria al accionante el derecho a la vivienda y por ende a una vida 

digna. 

En cuanto el accionado SELERFIN S.A.S. de igual manera, se tiene que la 

tutela tampoco está llamada a prosperar toda vez que se trata de un ente 

externo cuya labor es la de realizar el cobro coactivo a los usuarios de ENEL 

CODENSA S.A.E.S.P., por las sumas que adeudan, en nombre y 

representación de dicha entidad, por lo que su actuar no es a mutuo propio, 

sino como mandatario de ENEL CODENSA S.A. E.S.P. 

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

GIRARDOT CUNDINAMARCA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 

REPUBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY. 

 



 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO:  Negar la petición de tutela interpuesta por el señor ALFREDO 

GOMEZ contra ENEL CODENSA S.A. E.S.P. Y SERFELIN SAS conforme a lo 

expuesto en las consideraciones de esta providencia. 

 

SEGUNDO: notifíquese este proveído conforme a lo establecido por el 

artículo 30 del Decreto 2591/91. 

 

TERCERO:  Advertir a las partes que este fallo puede ser impugnado 

dentro de los (3) días siguientes a su notificación sin perjuicio de su 

cumplimiento inmediato. 

 

CUARTO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional 

para la eventual revisión del fallo, si este no fuere impugnado. 

 

                           NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

                                                 EL JUEZ 

 

MARIO HUMBERTO YAÑES AYALA 
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